
SOLICITAMOS NUEVAS COMISIONES ROGATORIAS PARA LA TOMA DE DECLARACIONES INDAGATORIAS
Señora Juez:

Ricardo Daniel Huñis  y Máximo Castex, por la querella, manteniendo el domicilio legal constituido en Av. Corrientes 1515, Piso 2º “A”, de esta ciudad, en la causa Nº 4.591/10, caratulada “N.N S/ GENOCIDIO”, a V.S. decimos:
PRIMERO.- Por medio de Auto resolutivo de fecha 30 de octubre de 2014 el Juzgado al que tenemos el honor de dirigirnos procedió a imputar una serie de delitos a un total de veinte personas (tres de ellas hoy fallecidas), así como a ordenar su inmediata detención preventiva con fines de extradición a efectos de recibirles declaración indagatoria en la presente causa.

Las personas imputadas, la calificación jurídica de los hechos que se les imputan y las penas que les corresponden de conformidad con el Código Penal vigente son las siguientes:

1.- ANTONIO CARRO MARTINEZ, LICINO DE LA FUENTE (fallecido recientemente), ANTONIO BARRERA DE IRIMO (fallecido recientemente), JOSE MARIA SANCHEZ- VENTURA PASCUAL; ALFONSO OSORIO GARCIA; JESUS QUINTANA SARACIBAR; CARLOS REY GONZALEZ, JOSÉ UTRERA MOLINA, FERNADO SUÁREZ GONZÁLEZ, RODOLFO MARTÍN VILLA, JESÚS CEJAS MOHEDANO, y ANTONIO TRONCOSO DE CASTRO. 

Delitos de homicidio con la circunstancia agravante de haber sido cometido con el concurso premeditado de dos o más personas. A estos delitos le corresponde, a cada uno de ellos, la pena de prisión perpetua.

A Antonio Troncoso de Castro se le imputa, además, la comisión de un delito de homicidio en grado de tentativa que tiene prevista una pena de 15 a 20 años de prisión.

2.- JESÚS GONZALEZ REGLERO; RICARDO ALGAR BARRÓN; FÉLIX CRIADO SANZ; PASCUAL HONRADO DE LA FUENTE; JESÚS MARTÍNEZ TORRES; BENJAMÍN SOLSONA CORTÉS Y ATILANO DEL VALLE OTER (recientemente fallecido).

Delitos de torturas. A cada uno de estos delitos les corresponde una pena de 8 a 25 años de prisión.

3.- ABELARDO GARCIA BALAGUER, delito de sustracción de un menor de diez años.

A este delito le corresponde una pena de 5 a 25 años de prisión.

Todos los delitos son calificados como crímenes contra la humanidad por lo que la acción y la pena son imprescriptibles y sus responsables están sujetos a persecución a través de la aplicación del principio de jurisdicción universal.
SEGUNDO.- Las órdenes de detención con fines de extradición fueron cursadas por el Juzgado a través de INTERPOL. Así, tal y como consta en la presente causa, el 4 de noviembre de 2014 la sección argentina de INTERPOL notificó al Juzgado al que nos dirigimos, que había cursado comunicación muy urgente a INTERPOL Madrid, solicitando la detención preventiva con fines de extradición de los veinte imputados –realmente diecisiete como ya se ha indicado-, y todo ello en ejecución de lo dispuesto en el Auto de fecha 30 de octubre de 2014. 

TERCERO.- La Asociación Pro Derechos Humanos de España, en su condición de querellante en la presente causa y miembro integrante de la Coordinadora Estatal de Apoyo a la Querella Argentina (CEAQUA), presentó sendos escritos ante la OCN Interpol-Madrid y el Ministerio del Interior de España, el pasado día 5 de diciembre de 2014, con objeto de que le fuera facilitada información respecto a las órdenes de detención referidas anteriormente, así como instando a las citadas autoridades que procedieran a la inmediata ejecución de las mismas. Acompañamos copia de los citados escritos como documentos números 1 y 2.

De igual forma, y sobre la base de la información ofrecida al respecto por el Ministerio del Interior a través de los medios de comunicación, consistente en que las órdenes de detención habían sido remitidas a la Fiscalía de la Audiencia Nacional de España, se solicitó una entrevista con el Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional, con el objeto de ser informados respecto a la ejecución inmediata de las mismas. Acompañamos como documento número 3 copia de la solicitud presentada el día 5 de diciembre de 2014 ante la Fiscalía de la Audiencia Nacional.

Por medio de carta de fecha 10 de diciembre de 2014, el Sr. Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional, D. Javier A. Zaragoza Aguado, en contestación a la solicitud de entrevista solicitada por la Asociación Pro Derechos Humanos de España, expuso, después de invocar lo dispuesto en los artículos 8 de la Ley 4/1.985 de Extradición Pasiva española y 24 del Convenio Bilateral de Extradición y Asistencia Jurídica en Materia Penal de 3 de marzo de 1.987, suscrito entre España y Argentina, que la única comunicación que había recibido la Fiscalía de la Audiencia Nacional en relación con el asunto en cuestión era un escrito remitido por la Oficina Nacional de INTERPOL España - al que se adjuntaba a efectos simplemente informativos, sin petición de instrucciones, copia de la resolución judicial dictada por la Autoridad judicial argentina - en el que se informaba que la Secretaría General de INTERPOL acordó no introducir en sus bases de datos y no difundir internacionalmente las solicitudes de detención formuladas en septiembre de 2013, añadiendo que se procedería de la misma forma en relación con las 19 reclamaciones cursadas en esta ocasión. Acompañamos copia de la comunicación de la Fiscalía como documento número 4.

CUARTO.- Llegados a este punto conviene aclarar que tanto el artículo 8 de la ley 4/1985, de Extradición Pasiva española, como el artículo 24 del Tratado Bilateral de Extradición –ambos preceptos expresamente citados por el Sr. Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional en la comunicación acompañada-, establecen que una vez cursada y recibida la orden de detención preventiva por parte de las autoridades competentes se debe proceder a la detención de los reclamados, poniéndolos a disposición del Juzgado Central de Instrucción de la Audiencia Nacional de España que esté de guardia en un plazo no superior a 24 horas.  
A su vez, dicho órgano judicial debe proceder a decretar la prisión provisional de los requeridos o en su defecto disponer su libertad adoptando medidas cautelares para evitar su fuga: vigilancia de domicilio, orden de no ausentarse de un lugar determinado sin la autorización del Juez, orden de presentarse periódicamente ante la autoridad designada por el propio Juez, retirada de pasaporte y/o prestación de fianza. 

La tramitación y ejecución de una orden de detención preventiva con fines de extradición, tal y como está contemplada en ambos preceptos, no ofrece la más mínima duda respecto al mandato dirigido a las autoridades españolas.

Pero es más, respecto a la respuesta ofrecida por el Ministerio Fiscal español en su comunicación de fecha 10 de diciembre de 2014, debemos expresar lo siguiente:

· Las autoridades policiales y gubernativas competentes para ejecutar las órdenes de detención con fines de extradición en ningún caso pueden ni deben valorar la necesidad y urgencia de proceder a la detención preventiva solicitada, por cuanto que dicha cuestión ya ha sido valorada previamente por el órgano judicial que instruye la causa, y su actuación debe limitarse a cumplir con lo dispuesto en la resolución judicial que así lo acuerda.
· Para que la Secretaría General de Interpol no introdujera en sus bases de datos las órdenes de detención y, de esta forma, no procediera a difundirlas internacionalmente, las autoridades españolas debían formular, como efectivamente parece ser que hicieron, la correspondiente protesta ante la citada Secretaría General, en un plazo de treinta días –circunstancia sorprendentemente omitida por el Sr. Fiscal en su comunicación-, y todo ello de conformidad con lo establecido en la Resolución AG-2010-RES-10, de 10 de noviembre, adoptada por la Asamblea General de la referida organización. 

· En todo caso y aun en el supuesto de que se haya formulado por las autoridades españolas la protesta anteriormente citada, ello en ningún caso exonera a las mismas de su obligación de ejecutar dichas órdenes de detención de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la Ley de Extradición Pasiva española y artículo 24 del Tratado de Extradición suscrito entre ambos países. La protesta, como indica el propio Sr. Fiscal en su comunicación, única y exclusivamente tiene efectos respecto a su difusión internacional.

QUINTO.- Ante la inacción insólita y disconforme a derecho  de la Fiscalía española, así como por parte de las autoridades gubernativas y policiales de dicho país, en relación con la ejecución de las órdenes de detención preventiva con fines de extradición acordadas por medio de Auto resolutivo de fecha 30 de octubre de 2014 por el Juzgado al que nos dirigimos, la Asociación Pro Derechos Humanos presentó escrito el día 15 de diciembre de 2014 ante el Juzgado Central de Instrucción de la  Audiencia Nacional española, al objeto de poner en conocimiento del citado órgano judicial el flagrante incumplimiento al que hemos hecho mención anteriormente, e interesar la ejecución de las órdenes de detención. Acompañamos copia del citado escrito como documento número 5.

 Cuando ya se había presentado el escrito referido en el párrafo anterior, y con fecha 14 de enero de 2015, la Dirección General de la Policía española comunicó a la Asociación Pro Derechos Humanos de España que, analizadas las circunstancias del caso, la Oficina Central de Interpol se había abstenido de tomar medida privativa de libertad alguna, si bien había informado inmediatamente a la Fiscalía de la Audiencia Nacional del contenido de las órdenes de detención cursadas por el Juzgado al que nos dirigimos. Acompañamos copia de esta última comunicación de la Dirección General de la Policía como documento número 6.
SEXTO.- El Juzgado Central número 6 de la Audiencia Nacional española, por medio de Auto de fecha 2 de febrero de 2015, desestimó las pretensiones ejercitadas por la Asociación Pro Derechos Humanos de España, acordando el archivo de las actuaciones por estimar que en cuanto a su condición de querellante la Asociación instante carece de legitimación activa en relación con el expediente de extradición. Acompañamos copia del Auto del Juzgado Central número 6 de la Audiencia Nacional como documento número 7.
SÉPTIMO.- Por otra parte, los pedidos de extradición de los imputados a efectos de tomarles declaración indagatoria fueron cursados por el Juzgado al que nos dirigimos con fecha 18 de noviembre de 2014.

Finalmente, y con fecha del pasado día 13 de marzo de 2015 el Consejo de Ministros del Gobierno de España acordó denegar los pedidos de extradición cursados.

Referencia al citado Acuerdo puede ser consultado, para el caso de que no haya sido comunicado a día de hoy al Juzgado, en el siguiente enlace:

http://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2015/refc20150313.aspx#Argentina
OCTAVO.- Conforme a los antecedentes expuestos anteriormente y en base a los fundamentos de derecho que citaremos a continuación, entendemos que se hace necesario que el Juzgado al que nos dirigimos libre las correspondientes comisiones rogatorias a las autoridades españolas, por vía diplomática, para que V.S. tome declaración indagatoria en España a los responsables de los hechos imputados en Auto resolutivo de fecha 30 de octubre de 2014. 
En concreto, interesamos que V.S. tome declaración indagatoria a las siguientes personas (los datos domiciliarios y de filiación de cada uno constan en el Juzgado), sobre la base de los hechos que les fueron imputados, a cada uno de ellos, en el Auto resolutivo de 30 de octubre de 2014:

· RODOLFO MARTÍN VILLA
· ANTONIO CARRO MARTINEZ 
· JOSE MARIA SANCHEZ- VENTURA PASCUAL
· ALFONSO OSORIO GARCIA
· JESUS QUINTANA SARACIBAR
· CARLOS REY GONZALEZ
· JOSÉ UTRERA MOLINA
· FERNADO SUÁREZ GONZÁLEZ
· JESÚS CEJAS MOHEDANO 
· ANTONIO TRONCOSO DE CASTRO
· JESÚS GONZALEZ REGLERO
· RICARDO ALGAR BARRÓN
· FÉLIX CRIADO SANZ
· PASCUAL HONRADO DE LA FUENTE
· JESÚS MARTÍNEZ TORRES
· BENJAMÍN SOLSONA CORTÉS 
· ABELARDO GARCIA BALAGUER

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto y respecto a Rodolfo Martín Villa, interesamos que su declaración verse también sobre los hechos denunciados el pasado día 27 de febrero de 2015 ante el Consulado argentino de Madrid y sobre los que esta parte ha interesado en un escrito previo a este, que se fije la correspondiente audiencia indagatoria y se cursen las órdenes de detención pertinentes en base a los antecedentes de cargo expuestos en las referidas denuncias, consistentes en:

· Homicidios agravados de Rafael Gómez Jaúregui acaecido en Rentería (Guipúzcoa) el 12 de mayo de 1977; José Luis Cano Pérez, acaecido en Pamplona (Navarra) el 14 de mayo de 1977; Francisco Javier Núñez, acaecido en Bilbao el 15 de mayo de 1977; José María Zabala Erasun acaecido en Hondarribia-Fuenterrabía (Guipúzcoa) el 8 de septiembre de 1976; María Norma Menchaca Gonzalo acaecido en Santurce (Bilbao) el 9 de julio de 1976; Arturo Ruiz García, acaecido el 23 de enero de 1977 en Madrid.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

TRATADO DE EXTRADICIÓN Y ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE LA  REPÚBLICA ARGENTINA Y EL REINO DE ESPAÑA
Resulta de aplicación a lo interesado el artículo 28.1 del referido Tratado en cuanto establece que las Partes se obligan a prestarse asistencia mutua, según las disposiciones de este Tratado, en la realización de investigaciones y diligencias relacionadas con cualquier procedimiento penal incoado por hechos cuyo conocimiento competa a la Parte requirente en el momento en que la asistencia sea solicitada, tal y como acontece en este caso.

El artículo 30.1 del Tratado establece que la solicitud de asistencia en esta materia revestirá la forma de carta o comisión rogatoria.
El artículo 32 del Tratado establece que la Parte requerida cumplimentará las comisiones rogatorias relativas a un procedimiento penal emanadas de las autoridades judiciales o del Ministerio Público de la Parte requirente y que tengan por objeto actos de instrucción o actos de comunicación.
El artículo 37 del Tratado dispone que si la solicitud tuviere por objeto la declaración en la Parte requerida de un inculpado, testigo o perito, ésta procederá a su citación bajo las sanciones conminatorias que disponga su propia legislación.
El artículo 40 del Tratado establece que:

1. Las solicitudes de asistencia deberán contener las siguientes indicaciones:

a) Autoridad de la que emana la petición y naturaleza de su resolución.

b) Delito a que se refiere el procedimiento.

c) En la medida de lo posible, identidad y nacionalidad de la persona encausada o condenada.

d) Descripción precisa de la asistencia que se solicite y toda la información que se estime útil para facilitar el efectivo cumplimiento de la solicitud.

2. Las solicitudes de asistencia que tengan por objeto cualquier diligencia distinta de la simple entrega de objetos o documentos, contendrán también una sumaria exposición de los hechos y la acusación formulada, si la hubiere.
Por todo lo expuesto SOLICITAMOS
1.- Se libre Comisión Rogatoria por vía diplomática a las autoridades españolas a fin de que por el Juez  de la Audiencia Nacional de España que por turno corresponda, o en su defecto por parte del Juzgado que las mismas estimen competentes, se cite a los imputados en Auto resolutivo de 30 de octubre de 2014 que seguidamente se señalan, para prestar declaración indagatoria, bien en presencia de SSª, para lo que deberá ser notificada de dicha citación por las autoridades españolas con antelación suficiente para trasladarse a España a tal efecto, bien a través de videoconferencias:

· RODOLFO MARTÍN VILLA
· ANTONIO CARRO MARTINEZ 
· JOSE MARIA SANCHEZ- VENTURA PASCUAL
· ALFONSO OSORIO GARCIA
· JESUS QUINTANA SARACIBAR
· CARLOS REY GONZALEZ
· JOSÉ UTRERA MOLINA
· FERNADO SUÁREZ GONZÁLEZ
· JESÚS CEJAS MOHEDANO 
· ANTONIO TRONCOSO DE CASTRO
· JESÚS GONZALEZ REGLERO
· RICARDO ALGAR BARRÓN
· FÉLIX CRIADO SANZ
· PASCUAL HONRADO DE LA FUENTE
· JESÚS MARTÍNEZ TORRES
· BENJAMÍN SOLSONA CORTÉS 
· ABELARDO GARCIA BALAGUER

2.- Respecto a Rodolfo Martín Villa, interesamos que su declaración verse también sobre los hechos denunciados el pasado día 27 de febrero de 2015 ante el Consulado argentino de Madrid y sobre los que esta parte ha interesado en un escrito previo a este, que se fije la correspondiente audiencia indagatoria y se cursen las órdenes de detención pertinentes en base a los antecedentes de cargo expuestos en las referidas denuncias.


3.- Que a las citadas comisiones rogatorias se incorporen la totalidad de los datos requeridos por el artículo 40 del Tratado de Extradición y asistencia judicial en materia penal suscrito entre la República Argentina y el Reino de España.

4.- Se solicite en su día, y en su caso, por V.S. la correspondiente autorización para trasladarse a España, a efectos de tomar las declaraciones indagatorias a que esta solicitud se refiere. 
Proveer de conformidad

Será Justicia
1

